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    Litterae super rato 1986: Congregación para el Culto Divino y la Disciplina de los Sacramentos, Litterae circulares de processu super matrimonio rato et non consummato, 20-12-1986, en Congregatio de Cultu Divino et Disciplina Sacramentorum, Collectanea documentorum ad causas pro dispensatione super «rato et non consummato» et a lege sacri coelibatus obtinenda, inde a Codice Iuris Canonici anni 1917, Libreria Editrice Vaticana, Città del Vaticano, 2004, pp. 119-124, y en Enchiridion Vaticanum, Ed. Dehoniane, Bologna, vol. 10, nn. 1012-1044.


    Lp SAp 2008: Benedicto XVI, Lex propria Signaturae Apostolicae, 21-6-2008.


    M.p. Quaerit semper 2011: Benedicto XVI, M.p. Quaerit semper, con el que se modifica la Const. Ap. “Pastor bonus” y se trasladan algunas competencias de la Congregación para el Culto Divino y la Disciplina de los Sacramentos al nuevo Departamento para los procedimientos de dispensa del matrimonio [rato y] no consumado y las causas de nulidad de la sagrada Ordenación constituido junto al [“apud”] Tribunal de la Rota Romana, 30-8-2011.
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    INTRODUCCIÓN


    Hace ya bastantes años que el Prof. Juan Ignacio Bañares tuvo la amabilidad de pedirme que redactara cinco capítulos para un amplio Tratado sobre el matrimonio, proyectado por el Instituto de Ciencias para la Familia de la Universidad de Navarra. Yo debía estudiar la respuesta jurídica a las situaciones de crisis matrimonial, pero sin examinar los procedimientos para la declaración de la muerte presunta del cónyuge ni los de disolución del vínculo, confiados a otros Autores. Carpe diem!: sin los límites temáticos y de espacio de ese Tratado, en un libro autónomo, podía exponer con más amplitud las materias que me habían sido confiadas y examinar las estudiadas por otros Autores en el Tratado. El objetivo del presente libro es hacer una introducción amplia y razonada a todos los procesos matrimoniales, dirigida a un lector culto, no necesariamente estudioso de derecho canónico. De todos modos, treinta años de estudio y docencia del derecho procesal canónico, unidos a una prolongada colaboración con diversos tribunales de la Iglesia, tal vez puedan hacer que estas páginas sean útiles en las aulas universitarias. El Consejo Directivo del Instituto de Ciencias para la Familia aceptó el proyecto, por lo que estoy muy agradecido.


    El estilo y las características de este libro reflejan de modo muy claro su génesis. En efecto, no es un manual de derecho procesal canónico, sino que conserva la finalidad del Tratado sobre el matrimonio: describir para un amplio ámbito de personas, en modo detallado pero no exhaustivo, los problemas que la Iglesia trata de resolver con cada uno de los procesos matrimoniales, haciendo hincapié en el «por qué» y «para qué» de las diversas instituciones jurídicas. En estas páginas trato de demostrar que el matrimonio —tal como Dios Creador lo ha diseñado: heterosexual (realmente, no como consecuencia de intervenciones quirúrgicas de transexualismo), de una sola mujer con un solo varón, indisoluble y abierto a la procreación— responde a una de las más profundas inclinaciones naturales de la persona humana y a la primera institución prevista por Dios para hacer felices a las personas humanas, en esta tierra y eternamente en el Cielo. Es decir —por inclinación natural y con la fuerza y ayuda (natural y sobrenatural) que Dios da a toda persona humana, hija suya—, la inmensa mayoría de las personas pueden y están llamadas a casarse. A la vez, es innegable la existencia tanto de estructuras sociales y culturales opuestas a la voluntad de Dios, como de no pocos matrimonios nulos. Ante esta compleja situación y el drama cada vez más frecuente de católicos que se han divorciado y celebrado una sucesiva unión matrimonial civil, es necesario no confundir el fracaso del matrimonio con la nulidad del mismo. Mientras que demostrar el fracaso es muy sencillo, demostrar la nulidad es bastante complejo, precisamente porque se parte del convencimiento de que toda persona que se casa posee las capacidades mínimas para hacerlo y es sincera cuando manifiesta su consentimiento en la celebración pública del matrimonio y, por tanto, dicho matrimonio debe ser presumido válido, como afirma el can. 1060. Probar que, en ese momento, la persona no era capaz de casarse o que excluyó alguno de los elementos esenciales del matrimonio requiere remover tal convencimiento. Además, la verdad natural de la indisolubilidad del matrimonio, conocida también por la explícita revelación sobrenatural de Cristo (cfr. Mt 19, 4-6; cf. Gn 1, 27; 2, 24; Mt 5, 31-32; Mc 10, 2-11), exige que la decisión acerca de la nulidad del matrimonio pueda tener sólo naturaleza «declarativa» de aquello que ya existe desde la celebración del matrimonio: la validez (que será lo habitual) o la nulidad del mismo. A estas cuestiones dedico los nueve primeros capítulos. Basta leer el índice, que es minucioso, para comprender los diversos problemas que las causas de nulidad del matrimonio platean actualmente a la Iglesia. El décimo capítulo se refiere a las causas de separación de los cónyuges y el undécimo al procedimiento declarativo de la muerte presunta del cónyuge. Los tres procedimientos acerca de la validez o la nulidad del matrimonio —ordinario (cap. 7), documental (cap. 8) y administrativo (cap. 9)— junto con el relativo a la muerte presunta del cónyuge (cap. 11) poseen como rasgo esencial su naturaleza meramente declarativa. Estos cuatro procedimientos, junto con el de separación conyugal (cap. 10), poseen otra propiedad fundamental: el carácter meramente racional del discurso. Es decir, si bien la indisolubilidad (mientras viven ambos cónyuges) forme parte de la fe de la Iglesia porque ha sido sobrenaturalmente revelada por el Jesucristo, esa propiedad del matrimonio, y las consecuencias jurídicas de la misma, son cognoscibles, con esfuerzo, por la razón natural.


    El último capítulo (el 12) está dedicado a los procesos de disolución del vínculo matrimonial, aunque ese «divorcio» sólo pueda provenir de la decisión del Papa, quien posee esa potestad recibida de Cristo en casos excepcionales (cfr. Juan Pablo II, DRR 2000 n. 7). Aquí la razón debe someterse al dato de fe, en la medida que esté afirmado por el Magisterio de la Iglesia (cfr. LF nn. 23-25, 32-34). A la vez, el convencimiento de que «no actuar según la razón es contrario a la naturaleza de Dios», como recordó Benedicto XVI en el célebre discurso en la Universidad de Ratisbona (12-9-2006), exige tratar de armonizar esa potestad sobrenatural del Romano Pontífice con la verdad racional de la indisolubilidad. Por eso, procurando ser fiel a la finalidad de indagar (sin pretensiones de exhaustividad) el «por qué» y el «para qué» también de esos procedimientos de divorcio, cambio bastante el método expositivo utilizado en los capítulos precedentes: por ej., aunque moderadamente, hago un mayor uso de las notas a pie de página. Es decir, trato de hacer un planteamiento de la potestad disolutiva del Papa que sea lo más coherente posible en la práctica con la indisolubilidad del matrimonio y con plena adhesión al Magisterio, aunque el problema de fondo sigue abierto y será necesario mucho tiempo y estudio para aclararlo. En síntesis, sugiero que el uso de esa potestad disolutiva del Papa sea subsidiario al proceso declarativo de nulidad del matrimonio, como sucede cuando es la Rota Romana, en cuanto tribunal, quien propone al Romano Pontífice la solicitud de la disolución del matrimonio no consumado.


    Especialmente en los tres primeros capítulos, utilizo abundantes y amplias citas del magisterio de los últimos papas por dos motivos. El primero porque, aunque algunos textos sean largos, dicen lo que yo deseo expresar de modo más claro y breve de lo que yo sería capaz. El segundo motivo es porque me importa tratar de demostrar que la mayor parte de las soluciones que propongo a cuestiones graves y complejas no son mías ni de una determinada «escuela», sino del magisterio pontificio.


    La III Asamblea General Extraordinaria del Sínodo de los Obispos (octubre 2014), dedicada a «Los desafíos pastorales sobre la familia en el contexto de la evangelización», ofrecerá significativas reflexiones y sugerencias, puesto que su «propósito es precisar el status quaestionis y recoger testimonios y propuestas de los obispos para anunciar y vivir el Evangelio con credibilidad para la familia». A partir de dicho status quaestionis; tendrá lugar la segunda fase del Sínodo (en la Asamblea General Ordinaria, prevista para 2015), «cuyo fin será individuar las líneas operativas para la pastoral de la persona humana y de la familia»[1]. Entre tales «líneas operativas» se encuentra la actividad de los tribunales eclesiásticos. De hecho, el cuestionario del mencionado Documento preparatorio pregunta: «¿Podría ofrecer realmente un aporte positivo a la solución de las problemáticas de las personas [divorciadas y casadas de nuevo que piden los sacramentos de la Eucaristía y de la Reconciliación: cf. n. 4, e)] la agilización de la praxis canónica en orden al reconocimiento de la declaración de nulidad del vínculo matrimonial? Si la respuesta es afirmativa ¿en qué forma?» (n. 4, f). El presente libro sobre los procesos matrimoniales aspira a contribuir modestamente «a la “hermenéutica de la reforma”, de la renovación dentro de la continuidad del único sujeto-Iglesia, que el Señor nos ha dado; es un sujeto que crece en el tiempo y se desarrolla, pero permaneciendo siempre el mismo, único sujeto del pueblo de Dios en camino» (Benedicto XVI, Discurso a la Curia Romana, 22-12-2005).


     


    Roma, 28 de noviembre de 2013


    
      1 S.E. Mons. Lorenzo Baldisseri, Secretario General del Sínodo de los Obispos, Rueda de prensa para presentar el Documento preparatorio de la III Asamblea General Extraordinaria del Sínodo de los Obispos, 5-11-2013.
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    CAPÍTULO I


    LA JURISDICCIÓN ECLESIÁSTICA SOBRE EL MATRIMONIO


    1.1. El ejercicio de la jurisdicción de la Iglesia (y del Estado) en el momento previo a la celebración del matrimonio: la tutela del diseño natural divino


     


    El matrimonio es una de las más íntimas y, en ese sentido, privadas realidades propias de la persona humana. Nadie puede obligar o imponer el matrimonio sin atentar gravemente contra la justicia. Sólo la libre y mutua voluntad de una mujer y un hombre concretos puede constituir el vínculo matrimonial. Tampoco puede nadie, siempre desde una perspectiva de justicia (respetar lo que es propio de cada persona), interferir en el desarrollo y en la vida de un matrimonio celebrado, salvo que tal intervención sea excepcionalmente justa, como en el caso de malos tratos de un cónyuge respecto al otro o a los hijos.


    A la vez, el matrimonio tiene una dimensión esencialmente pública, sin anular su naturaleza profundamente íntima. En efecto, el matrimonio es una institución creada por Dios —realidad que podemos conocer mediante la razón natural confirmada por la revelación sobrenatural— con unos rasgos (propiedades) y unos fines determinados por el Creador de la naturaleza humana, de cuyo cumplimiento depende en buena medida el bien de los cónyuges, de los hijos y de la sociedad. Para poder realizar un matrimonio (para poder casarse) es necesario, siempre por voluntad divina, poseer una determinada capacidad personal y ponerla en juego libre, dual y simultáneamente: la esposa y el esposo en el instante de manifestar su voluntad de querer casarse en ese preciso momento (el llamado «consentimiento de presente»: cans. 1104 y 1102). Dios ha confiado a la Iglesia la explicitación y la tutela de su diseño sobre el matrimonio y acerca de la comprobación de la capacidad y libertad de cada cónyuge. Sin embargo, porque el matrimonio —en su dimensión natural, prescindiendo de que el matrimonio válido entre dos bautizados sea siempre sacramento stricto sensu (vide infra § 2.3, can. 1055)— es también el fundamento de la sociedad civil, Dios confía asimismo a la autoridad estatal esa tutela y la regulación del ejercicio del derecho a casarse respetando el diseño divino: edad mínima, impedimento di consanguinidad, etc. Como es evidente, la autoridad estatal, con frecuencia, no es fiel a esa tarea, lo que lesiona gravemente el bien común.


    También por voluntad divina la misión magisterial y jurisdiccional de la Iglesia ha sido atribuida a un grupo bien preciso de fieles: a los Apóstoles —con la peculiar misión de S. Pedro en el Colegio apostólico (cfr. Mt 16, 17-19, Lc 22, 31-32, Jn 21, 15-17)— y a sus sucesores: los Obispos unidos con el Romano Pontífice (cfr. LG nn. 18-27[2]). El magisterio eclesiástico cumple dicha tarea exponiendo desde la época apostólica (cfr., por ej., 1 Cor 7, 10-16) la voluntad de Dios para todo matrimonio, no sólo para el celebrado por un bautizado: la enseñanza de Cristo sobre la heterosexualidad, la unidad, la indisolubilidad y la apertura a la prole se refiere al matrimonio «natural», no sólo al «sacramental»: Jesús «respondió: “¿No habéis leído que al principio el Creador ‘los hizo hombre y mujer’, y que dijo: ‘Por eso dejará el hombre a su padre y a su madre y se unirá a su mujer, y serán los dos una sola carne’? De modo que ya no son dos, sino una sola carne. Por tanto, lo que Dios ha unido, que no lo separe el hombre”» (Mt 19, 4-6).


    Tales enseñanzas han sido recordadas y profundizadas, ampliamente, por el Vaticano II (cfr. GS nn. 47-52) y los últimos Papas. Entre el vasto magisterio de Juan Pablo II sobre el matrimonio cabe destacar, por su particular naturaleza colegial, fruto de un sínodo de los Obispos de todo el mundo, la Exhort. Ap. Familiaris consortio (22-11-1981). Es también fundamental su enseñanza con ocasión de 129 alocuciones en las «Audiencias generales» de los miércoles, entre 1979 y 1984, recogidas en el volumen titulado «Hombre y mujer lo creó: el amor humano en el plan divino», y los Discursos anuales a la Rota Romana, en los que el Papa reflexionó sobre diversos aspectos de la esencial dimensión jurídica del matrimonio y sobre el proceso de nulidad del matrimonio, tema central de nuestras consideraciones.


    Joseph Ratzinger, desde su condición de Prefecto de la Congregación para la Doctrina de la Fe, colaboró a exponer la doctrina sobre el matrimonio en numerosos documentos, entre los que hay que destacar el CIgC (cfr. nn. 1601-1666) y, para nuestra perspectiva, la Carta 14-9-1994 de la CDF. Benedicto XVI se refirió al matrimonio en multitud de ocasiones. Particularmente significativas fueron sus intervenciones en ocasión del «V Encuentro Mundial de las Familias» (Valencia 2006), las referencias en la Encíclica Deus caritas est (2005) y en la Exhort. Ap. Sacramentum Caritatis (2007). Especialmente importante, sobre «la “verdad del matrimonio” mismo» y sobre la capacidad para contraerlo, son los DRR 2007 y 2009. En el DRR 2006, Benedicto XVI expuso la razón de ser de la naturaleza pastoral del proceso judicial de nulidad del matrimonio e hizo suya la DC, norma promulgada por el Pontificio Consejo para los Textos Legislativos por expresa voluntad de Juan Pablo II (2005). En los DRR 2011 y 2013 Benedicto XVI trató de la fe necesaria para celebrar un matrimonio de naturaleza sacramental.


    El Papa Francisco, en la amplia entrevista en el vuelo de retorno a Roma de la Jornada Mundial de la Juventud en Río de Janeiro, 28-7-2013 (y en otras ocasiones), ha anunciado que los próximos Sínodos de Obispos (en la asamblea extraordinaria de 2014 y en la ordinaria de 2015) estudiarán la pastoral matrimonial, también desde el punto de vista de los tribunales eclesiásticos, como hemos mencionado al final de la «Introducción» del libro[3].


    El matrimonio es el origen de la familia y fundamento de la sociedad eclesial y civil. Por ello, las respectivas autoridades deben respetar fielmente las exigencias ecológicas establecidas por el diseño divino para lograr la felicidad terrena y eterna de la persona humana. A la vez, dichas autoridades (también queridas por Dios creador) deben explicitar las condiciones que permiten celebrar un verdadero matrimonio. Para ello establecen límites negativos (los impedimentos matrimoniales) y de capacidad mínima (física y psíquica). Compete también a la legítima autoridad (eclesiástica y civil) la determinación de los requisitos exigidos para la validez de la forma de celebración, de modo que el intercambio del consentimiento conyugal de los esposos alcance la debida relevancia social y la nueva realidad familiar pueda ser adecuadamente tutelada. Esos requisitos deben proteger la institución excluyendo a quienes no son capaces, pero sin exigir condiciones innecesarias (aunque sean convenientes) que comportarían la celebración inválida o que podrían promover las meras uniones de hecho al hacer injustamente «difícil» el poder casarse.


    Este ejercicio de la jurisdicción sobre el matrimonio es previo y general (características típicas de la potestad legislativa) a su celebración y tiene naturaleza positiva (por ej., la determinación de las condiciones para la celebración) o negativa: la declaración de impedimentos de procedencia natural (por ej., la imposibilidad de casarse con uno de los padres o uno de los hermanos, o de celebrar un segundo matrimonio mientras vive el otro cónyuge), o la determinación de impedimentos de carácter positivo (impuestos por el legislador humano, como una edad mínima claramente superior a la de la pubertad meramente fisiológica). Aunque esa ley humana tenga siempre un fundamento natural, debe captar también las diversas exigencias justas propias de los distintos contextos sociales (como la edad mínima para poder casarse): se trata de la legítima «inculturación», que nunca puede contradecir la ley natural, pues, en tal caso, esa costumbre social manifestaría más bien la «incultura» de la que esa sociedad debe salir para vivir según la dignidad humana y la ley de Dios.


    En definitiva, el ámbito de libertad sobre los contenidos esenciales materiales y formales del matrimonio, por parte de quienes lo celebran, se limita (aparte de la elección del otro cónyuge) a la adhesión personal al proyecto divino y a las leyes humanas justas que lo explicitan y regulan, haciendo los esposos nacer un concreto matrimonio con su mutuo consentimiento, cuya extinción sólo es producida por la muerte de uno de los cónyuges (cfr. Mt 22, 24-30). Se trata de la esencial y específica dimensión jurídica que todo matrimonio posee, precisamente por su conexión con las exigencias de justicia que Dios creador (a través de la naturaleza) le ha conferido. Benedicto XVI ha descrito de modo incisivo la admirable simbiosis de la libre adhesión humana al proyecto divino, de la que nace cada matrimonio:


     


    «En este sentido, son particularmente iluminadoras las palabras conclusivas de Jesús: “Pues bien, lo que Dios unió no lo separe el hombre”. Ciertamente, todo matrimonio es fruto del libre consentimiento del hombre y de la mujer, pero su libertad traduce en acto la capacidad natural inherente a su masculinidad y feminidad. La unión tiene lugar en virtud del designio de Dios mismo, que los creó varón y mujer y les dio poder de unir para siempre las dimensiones naturales y complementarias de sus personas. La indisolubilidad del matrimonio no deriva del compromiso definitivo de los contrayentes, sino que es intrínseca a la naturaleza del “vínculo potente establecido por el Creador” (Juan Pablo II, Catequesis, 21-11-1979 n. 2). Los contrayentes se deben comprometer de modo definitivo precisamente porque el matrimonio es así en el designio de la creación y de la redención. Y la juridicidad esencial del matrimonio reside precisamente en este vínculo, que para el hombre y la mujer constituye una exigencia de justicia y de amor, a la que, por su bien y por el de todos, no se pueden sustraer sin contradecir lo que Dios mismo ha hecho en ellos. (…) Ante la relativización subjetivista y libertaria de la experiencia sexual, la tradición de la Iglesia afirma con claridad la índole naturalmente jurídica del matrimonio, es decir, su pertenencia por naturaleza al ámbito de la justicia en las relaciones interpersonales. Desde este punto de vista, el derecho se entrelaza de verdad con la vida y con el amor como su intrínseco deber ser» (DRR 2007).


     


    Por encargo de Cristo —quien, además de anunciar el sacramento del matrimonio en las bodas de Caná (cfr. CIgC n. 1613), «enseñó sin ambigüedad el sentido original de la unión del hombre y la mujer, tal como el Creador la quiso al comienzo» (CIgC n. 1614)—, la Iglesia indica las exigencias naturales de todo matrimonio, aunque no sea bautizado ninguno de los dos cónyuges (cfr. GS 1-3, 47-52). Sin embargo, la legislación canónica de origen humano se aplica sólo cuando al menos uno de los esposos es católico, procurando respetar también la ley justa (civil y religiosa) a la que está sometido el cónyuge no católico:


     


    «§ 1. El matrimonio de los católicos, aunque sea católico uno solo de los contrayentes, se rige no sólo por el derecho divino sino también por el canónico (…). § 2. El matrimonio entre una parte católica y una parte bautizada no católica se rige también: 1º por el derecho propio de la Iglesia o Comunidad eclesial, a la cual pertenece la parte acatólica, si esta comunidad tiene un derecho matrimonial propio [como sucede con las Iglesias ortodoxas]; 2º por el derecho [estatal, habitualmente] que usa la Comunidad eclesial a la cual pertenece la parte acatólica, si esta Comunidad carece de derecho matrimonial propio [como suele suceder con las Comunidades protestantes]» (DC art. 2).


    «Siempre que el juez eclesiástico deba juzgar (…) un matrimonio contraído por dos no bautizados (…) la nulidad del matrimonio se dilucida con arreglo al derecho [civil y/o religioso] que obligaba a las partes en el momento de la celebración del matrimonio, quedando a salvo el derecho divino» (DC art. 4 § 2 n. 2).


     


    Es decir, para ejercer su jurisdicción sobre el matrimonio, la Iglesia aplica, además del propio derecho canónico, el de la Iglesia separada o Comunidad eclesial (si lo tienen) o el del Estado en que tal matrimonio se celebró, si dichas comunidades carecen de derecho matrimonial propio o si se trata del matrimonio celebrado por dos no bautizados, a quienes se les puede aplicar también el derecho de su Religión. Lógicamente, tales normas estatales o religiosas tienen relevancia ante la Iglesia con tal que no sean contrarias al derecho divino.


    En efecto, para tratar de garantizar que la celebración del matrimonio es conforme a las disposiciones legislativas (divinas y humanas) y que, por tanto, respeta las exigencias de justicia propias de su esencial dimensión jurídica, la Iglesia realiza un control previo singular, cuya naturaleza jurídica es administrativa (no judicial), sobre cada persona y pareja que desea casarse (cfr. cans. 1066-1072).


     


     


    1.2. La jurisdicción eclesiástica de la resolución de los conflictos matrimoniales


     


    El matrimonio, una vez celebrado y mientras viven ambos cónyuges —la muerte disuelve el vínculo jurídico (cfr. Mt 22, 24-30)—, puede ser objeto de diversos tipos de conflictos referidos a la subsistencia y cumplimiento de los derechos y deberes personales, sociales y patrimoniales, provenientes del vínculo (vida en común, relaciones con la prole, etc.). La crisis más radical es aquella en la que es puesta en duda la existencia del mismo vínculo, el cual pudo no haber surgido, a pesar de la celebración, a causa de un impedimento, de un defecto de forma, o de un vicio o defecto del consentimiento.


    El matrimonio de dos bautizados es uno de los siete sacramentos instituidos por Jesucristo (cfr. CIgC n. 1617). Tal carácter sacramental (aunque su afirmación dogmática se diera en el medioevo: II Concilio de Lyon, a. 1274, Dz n. 860) explica que, desde el inicio del cristianismo, los pastores de la Iglesia hayan tratado de reservar a sí mismos la jurisdicción sobre los conflictos matrimoniales. En el principal periodo de la inicial conceptualización canónica sistemática (siglos xi-xiii), el ambiente de societas christiana de la Europa «occidental» (entendiendo por tal la compuesta por las regiones unidas al Romano Pontífice tras el cisma del «Imperio de oriente» en 1054) confería eficacia civil y social a las decisiones eclesiásticas. Dicha eficacia estaba garantizada tanto por la incidencia social de las disposiciones canónicas en sí mismas (la pena canónica de «entredicho» podía implicar la imposibilidad de relaciones sociales y económicas para un individuo o para una ciudad) cuanto, en última instancia, por la posibilidad de imponer el acatamiento de esa decisión a través de su ejecución por parte de la autoridad civil. En efecto, esta autoridad (llamada el «brazo secular» de la Iglesia) se encontraba supeditada a la eclesiástica, al menos teóricamente (Bonifacio VIII, bula Unam sanctam, a. 1302, Extravag. commun. 1.8.1). El concilio de Trento (a. 1545-1563) afirmó la exclusividad de la jurisdicción eclesiástica sobre el matrimonio en cada uno de los tres grupos de disposiciones de la sesión 24 del concilio (a. 1563): a) en el último de los doce «Cánones sobre el sacramento del matrimonio» («quien dijera que las causas matrimoniales no corresponden a los jueces eclesiásticos, sea anatema»: can. 12), b) en el primer capítulo de los diez en que están divididos los «Cánones sobre la reforma respecto al matrimonio» (el famoso cap. Tametsi que impuso la forma canónica ad validitatem), y c) en el can. 20 del «Decretum de reformatione», sobre materias no sólo matrimoniales, en el que las causas de nulidad del matrimonio son reservadas al tribunal del Obispo diocesano[4].


    Esta situación cambió (a) en las regiones en que triunfó el protestantismo (que motivó algunas disposiciones tridentinas), (b) con los regímenes católicos seguidores del «galicanismo» y del «febronianismo» (intentos de «nacionalizar» y de controlar estatalmente la Iglesia) y (c) con la incomunicación entre la Iglesia y el Estado propia del iluminismo laicista. En cualquier caso la actitud de la Iglesia, hasta el Concilio Vaticano II, se reflejaba netamente en el «confesionalismo» presente, por ej., en el ya no vigente (desde 1979) Concordato entre la Santa Sede y España: «El Estado español reconoce la competencia exclusiva de los Tribunales y Dicasterios eclesiásticos en las causas referentes a la nulidad del matrimonio canónico y a la separación de los cónyuges, en la dispensa del matrimonio rato y no consumado y en el procedimiento relativo al Privilegio Paulino» (Concordato 1953, art. 24 § 1). «En general todas las sentencias, decisiones en vía administrativa y decretos emanados de las Autoridades eclesiásticas en cualquier materia dentro del ámbito de su competencia, tendrán también efecto en el orden civil cuando hubieren sido comunicados a las competentes Autoridades del Estado, las cuales prestarán, además, el apoyo necesario para su ejecución» (Concordato 1953, art. 24 § 4).


    En la actualidad, la Iglesia ha renunciado por lo general a las diversas manifestaciones de confesionalismo y se limita a no aceptar las sentencias estatales sobre la subsistencia del vínculo matrimonial de un católico. Sin embargo, no tiene inconveniente en reconocer la jurisdicción estatal sobre las causas de separación y sobre los efectos meramente civiles de las causas de nulidad, así como diversos ordenamientos estatales reconocen eficacia a las decisiones eclesiásticas sobre la nulidad del vínculo matrimonial: España (1979), Italia (1984), Colombia (1992), Malta (1995), Croacia (1997), Polonia (1998), Lituania (2000), Eslovaquia (2000), Portugal (2004), Andorra (2008), Brasil (2008), etc.


     


     


    1.2.1. El reconocimiento por parte de la Iglesia de la jurisdicción estatal sobre el matrimonio


     


    El can. 1671 indica que «las causas matrimoniales de los bautizados corresponden al juez eclesiástico por derecho propio». El CIC 1983 introduce en este canon una limitación a la exclusividad prevista en el can. 1401 n. 1 («la Iglesia juzga con derecho propio y exclusivo las causas que se refieren a cosas espirituales o anejas a ellas»), pues es evidente la naturaleza espiritual del matrimonio, el cual, además, es sacramento si ambos cónyuges están válidamente bautizados (cfr. can. 1055), aunque no tengan fe en la naturaleza sacramental de su unión: el sacramento es una acción de Dios, no de los cónyuges, con tal que éstos no rechacen explícitamente tal naturaleza y acepten las propiedades esenciales del matrimonio «natural». Juan Pablo II insistió en esta idea en el DRR 2003 (n. 8) —ya la había subrayado en la FC (n. 68)—, haciendo ver, tras la promulgación del CIC en 1983, que la existencia de esa mínima «fe» necesaria (aceptación de las propiedades esenciales del matrimonio sin rechazo de su naturaleza sacramental) restringe mucho los motivos de nulidad del matrimonio por exclusión de la sacramentalidad (cfr. can. 1101 § 2) y por error acerca de la dignidad sacramental (cfr. can. 1099). Benedicto XVI, como hemos recordado en la «Introducción» del libro, trató este argumento en los DRR 2011 y 2013 (vide infra § 2.3).


    La renuncia de la Iglesia a la exclusividad de la jurisdicción sobre el matrimonio (no sobre la nulidad del matrimonio de un católico) es debida a que se trata de una institución de fundamental importancia también para la comunidad civil, cuya misma existencia depende del matrimonio y de la familia. Es evidente que la dimensión jurídica del matrimonio interesa tanto a la Iglesia como a los Estados. La existencia de esas dos jurisdicciones da lugar al «fuero mixto». El problema es la delimitación y la coordinación de ambas jurisdicciones, por ejemplo a través de la «prevención entre ordenamientos», prevista en el can. 1553 § 2 del CIC 1917 e ignorada pero no abrogada en el CIC 1983. Esta institución consiste en la prohibición de juzgar sobre una materia de fuero mixto ya decidida por la autoridad del otro ordenamiento y, por tanto, implica la obligación de acoger esa decisión en el propio ordenamiento, con el lógico derecho a examinar que no contradiga el derecho divino, los principios constitucionales, etc. (por ej., Concordato con Malta, 1995, arts. 4-6 y 2º protocolo adicional).


    Tanto el CIC 1917 como la Instrucción PME sobre las causas de nulidad del matrimonio (1936, equivalente, bajo el régimen del CIC 1917, a la vigente DC), tras afirmar el principio de la exclusividad, admitían la jurisdicción estatal solamente en las causas sobre los efectos meramente civiles del matrimonio (cfr. can. 1691 y art. 1 § 2). Tras el Vaticano II, el art. 1 del CM (1971) dejó de indicar la exclusividad de la jurisdicción eclesiástica, utilizando la misma redacción del vigente can. 1671. El can. 1692 establece que las causas de separación pueden ser tramitadas ante los tribunales estatales (vide infra § 10).


    Tras la legítima decisión de separación o de nulidad del matrimonio, son efectos meramente civiles del matrimonio de esa resolución: la determinación de la custodia y de la patria potestad sobre la prole, del resarcimiento de los daños patrimoniales causados por el cónyuge culpable de la nulidad, del derecho de alimentos y de visita a los hijos cuya custodia no se posee, etc. Estas causas sobre los efectos meramente civiles son de fuero mixto y la Iglesia acepta la jurisdicción estatal, con tal que no sea «contraria al derecho divino» (DC art. 3 § 3; can. 1692 § 2). De hecho, los ordenamientos estatales que reconocen eficacia civil a las sentencias canónicas de nulidad del matrimonio se reservan —con el consentimiento de la Iglesia— la jurisdicción sobre los efectos civiles provenientes de la nulidad eclesiástica.


    Las causas canónicas de separación de los cónyuges no poseen efectos civiles, salvo en los países en los que está vigente el sistema de los «estatutos personales», por ej., en el Líbano (vide infra § 10.1). Ahora bien, la jurisdicción del Estado sobre las causas de separación (cfr. can. 1692 § 2) no posee el mismo alcance que sobre las referidas a los efectos meramente civiles (cfr. cans. 1672 y 1692 § 3; DC art. 3 § 3). Por ello, respecto a éstas últimas existe una tendencial renuncia de la jurisdicción de la Iglesia a favor de la del Estado. Sin embargo, respecto a las causas de la separación en sí misma considerada (no sobre sus efectos meramente civiles), dada la evidente importancia pastoral de esas causas, el CIC exige la intervención de la autoridad eclesiástica, aunque acepte la decisión civil: la Iglesia no quiere ni puede «desentenderse» de estas causas (cfr. can. 1692 § 2), en las que está presente el bien público eclesiástico (cfr. can. 1696). Por este motivo, la remisión a los tribunales civiles presupone la no incompatibilidad de la legislación civil con el derecho divino, la adecuada atención pastoral a esos cónyuges y el respeto del derecho de los fieles a dirigirse a la autoridad eclesiástica para que decida sobre la separación conyugal en sí misma considerada (vide infra § 10.1).


    Los sistemas estatales concordatarios que reconocen efectos civiles a las decisiones canónicas sobre el vínculo matrimonial suelen establecer un mecanismo técnico (exequátur, delibazione, etc.) a través del cual el ordenamiento civil ejerce su jurisdicción al «hacer propia» la decisión canónica, judicial o administrativa, también en el caso de la dispensa super matrimonio rato et non consummato, la cual es aceptada, por ej., por los Acuerdos de la Santa Sede con España (1979), Colombia (1992), Malta (1995), Croacia (1997), Lituania (2000), Eslovaquia (2000), Portugal (2004) o Andorra (2008), pero no con Italia (1984) o Brasil (2008).


    En la aplicación de la institución receptora de la decisión canónica no son infrecuentes algunos problemas provenientes de la consideración de tal decisión como simplemente proveniente de un ordenamiento «extranjero», lo cual parece inexacto dada la naturaleza de ley «interna» de las obligaciones asumidas mediante un acuerdo internacional. En cualquier caso, la Iglesia afirma la propia reserva de jurisdicción sobre la nulidad de los matrimonios canónicos frente a algunos intentos de reconocer a los tribunales civiles la jurisdicción sobre dichos matrimonios, aplicando la ley canónica, en cuanto transcritos en el registro civil. La existencia de tal reserva ha sido sustancialmente reconocida por la Corte Constitucional de Italia (cfr. sentencia n. 421, 1-12-1993).


     


     


    1.2.2. La jurisdicción de la Iglesia sobre el matrimonio de dos no católicos


     


    Por otra parte, la Iglesia afirma su jurisdicción para juzgar acerca de la validez del matrimonio de dos no bautizados o no católicos, uno de los cuales desea contraer un nuevo matrimonio con un católico. A la autoridad eclesiástica le corresponde, primariamente, dar en este caso un juicio sobre el estado libre de la parte no católica para poder admitirla a la celebración del matrimonio canónico con la parte católica, la cual —además de estar sometida a la forma canónica ordinaria o extraordinaria, de la que puede ser dispensada sólo por la Santa Sede, pudiendo hacerlo el Obispo diocesano sólo en peligro de muerte (cfr. cans. 1116, 1117, 1127, respuesta del PCTL 5-7-1985)— deberá obtener, para casarse válidamente con una persona no bautizada, la dispensa del impedimento de disparidad de cultos (cfr. can. 1086, M.p. Omnium in mentem, 26-10-2009, art. 3).


    Quien ha celebrado un precedente matrimonio en el que uno de los dos cónyuges no está bautizado (el otro cónyuge puede ser: tampoco bautizado, bautizado acatólico, o bautizado en la Iglesia católica), y, sucesivamente, desea casarse con un católico, tiene dos posibilidades: a) solicitar, «a favor de la fe», la disolución de ese vínculo no sacramental (vide infra §§ 12.1 y 12.2.5); b) iniciar un proceso de nulidad matrimonial ante uno de los tribunales de la Iglesia, según los criterios de competencia señalados en DC arts. 10-16, aplicados al matrimonio cuya nulidad se demanda. En el vigente ordenamiento, como consecuencia del respeto de la libertad religiosa típico del Concilio Vaticano II (cfr., en particular, la declaración Dignitatis humanae, 1965), ha desaparecido cualquier restricción a los cónyuges acatólicos o no bautizados para solicitar la nulidad del matrimonio (cfr. DC art. 92 n. 1)[5]. Tal matrimonio puede ser habitualmente el celebrado por el acatólico con un católico; pero tal legitimación puede darse también aunque ninguno de los dos cónyuges sea católico, con tal que el actor posea un interés tutelado por la ley, cual es el del acatólico que celebró un matrimonio (con otro bautizado no católico o no bautizado) y cuya declaración de nulidad solicita ante el tribunal eclesiástico para poder celebrar el matrimonio canónico con una parte católica: «el juez eclesiástico conoce solamente de aquellas causas de nulidad de matrimonio de acatólicos, bautizados o no, que sean necesarias para comprobar el estado libre de al menos una de las partes ante la Iglesia católica» (DC art. 3 § 2). El supuesto fue analizado por la Signatura Apostólica (1993) y su declaración ha sido incorporada a DC art. 4 § 2: «Siempre que el juez eclesiástico deba juzgar sobre la nulidad de un matrimonio contraído por dos no bautizados: 1º la causa de nulidad se trata según el derecho procesal canónico; 2º la nulidad del matrimonio se dilucida con arreglo al derecho que obligaba a las partes en el momento de la celebración del matrimonio, quedando a salvo el derecho divino». En efecto, «las causas de nulidad de matrimonio sólo pueden ser resueltas por sentencia del tribunal competente» (DC art. 5 § 1), no en vía administrativa (vide infra §§ 2.7, 9, 11 y 12).


     


     


    1.2.2.1. La investigación sobre el «estado libre» de quienes desean contraer matrimonio canónico


     


    Estas declaraciones de la nulidad del matrimonio celebrado entre dos no católicos no pueden ser confundidas con la mera investigación extrajudicial sobre el estado libre que autoriza —sin algún proceso judicial, ni siquiera el «documental» (vide infra § 8)— a celebrar el matrimonio canónico a quien «atentó» un precedente matrimonio: «para comprobar el estado libre de aquellos que, estando obligados a guardar la forma canónica por prescripción del can. 1117, han atentado matrimonio civil o ante un ministro acatólico, es suficiente la investigación prematrimonial conforme a los cans. 1066-1071» (DC 5 § 3).


    La obligación de todo bautizado en la Iglesia católica o en ella incorporado de celebrar el matrimonio según la forma canónica se ha convertido en absoluta con el art. 4 del M.p. Omnium in mentem (26-10-2009). En efecto, esta ley exige dicha forma aunque ese católico no haya vivido nunca como tal o se haya apartado de la Iglesia con acto formal, salvo la dispensa concedida por la Santa Sede o, en peligro de muerte, por el Obispo diocesano (vide supra § 1.2.2). Esta exigencia, que quizás parezca demasiado radical, permite la declaración de «atentado matrimonio» de cualquier matrimonio de un católico celebrado civilmente o ante un ministro de culto no católico, aunque tal fiel no se considere tal y, por tanto, no solicite a la Santa Sede la dispensa de la forma canónica no obstante desee celebrar un matrimonio respetando el diseño natural divino (vide infra § 2.5.3).


     


     


    1.2.2.2. La jurisdicción sobre todos los matrimonios celebrados entre dos bautizados acatólicos


     


    Al plantear la existencia y el alcance de la jurisdicción de la Iglesia sobre el matrimonio de los acatólicos es habitual distinguir la diversa posición de esos matrimonios dependiendo de que los cónyuges estén o no bautizados. El primer motivo por el que la doctrina realiza dicha distinción es la norma del can. 1671, que afirma la competencia de los tribunales eclesiásticos sobre los matrimonios de los bautizados, sin distinción alguna respecto a la comunidad cristiana a la que pertenezcan esas personas, aunque el can. 1 del CIC excluya de la ley «latina» a los católicos orientales, a quienes, sin embargo, el CCEO somete a la jurisdicción latina en circunstancias excepcionales (cfr. CCEO can. 916 § 5; DC art. 16). La razón de la jurisdicción de la Iglesia está fundada en la doctrina de la naturaleza sacramental de cualquier matrimonio válido celebrado entre dos bautizados, con independencia de la explícita fe de los contrayentes sobre el carácter sacramental del matrimonio[6]. La Iglesia afirma así su jurisdicción universal sobre el matrimonio que tenga naturaleza sacramental, aunque no pretende ejercerla cuando los dos cónyuges bautizados no hayan pertenecido nunca a la Iglesia católica, salvo que uno de ellos la solicite porque desea casarse con un católico (cfr. DC arts. 3, 4; M.p. Omnium in mentem, 26-10-2009, arts. 3-5).


     


     


    1.2.2.3. La jurisdicción de la Iglesia sobre el matrimonio de los no bautizados y el reconocimiento canónico de las justas decisiones de nulidad del matrimonio pronunciadas por otros ordenamientos religiosos o estatales


     


    El can. 1671 afirma explícitamente la jurisdicción eclesiástica también cuando es bautizado solamente uno de los cónyuges, incluso aunque no lo sea en la Iglesia Católica. Mientras que el can. 1960 del CIC 1917 indicaba que «las causas matrimoniales entre bautizados pertenecen por derecho propio y exclusivo al juez eclesiástico», el art. 1 § 1 de la PME precisó que dicha jurisdicción —que afirmaba ser exclusiva— correspondía también a la Iglesia aun cuando sólo estuviera bautizado uno de los cónyuges. Ese es el significado de la modificación de la expresión inter baptizatos del CIC 1917 por la de baptizatorum introducida en el CM n. 1 y por los nuevos Códigos (cfr. CIC 1983 can. 1671; CCEO can. 781; DC art. 3 § 1), siguiendo la interpretación realizada por la PME. Por tanto, la jurisdicción afirmada en el can. 1671 CIC 1983 —y, de modo más explícito, en el CCEO can. 781— no se funda sólo (como sucedía en el CIC 1917: inter baptizatos) sobre la naturaleza sacramental del matrimonio. La justificación de la jurisdicción de la Iglesia sobre el matrimonio de un bautizado acatólico, sin distinguir la naturaleza sacramental o no de tales matrimonios (dependiendo de que el otro cónyuge esté o no bautizado), se funda en la conciencia de la Iglesia de poseer una genérica jurisdicción para proteger las normas de derecho divino natural sobre el matrimonio. Al respecto, es interesante que la Conferencia Episcopal del Japón haya obtenido la licencia de la Congregación para la Doctrina de la Fe (1992) para que dos no cristianos que no desean bautizarse puedan «celebrar» una ceremonia matrimonial ante un ministro católico, tras comprobar que tales no cristianos (quienes deben realizar un exigente cursillo prematrimonial) aceptan las propiedades y los fines del matrimonio natural[7]: la conciencia de la Iglesia sobre su jurisdicción respecto al matrimonio natural se ve correspondida por el convencimiento de esos no cristianos de que la doctrina católica es la que mejor respeta la ecología humana.


    Por otro lado, la Iglesia no puede ignorar las «declaraciones de nulidad del matrimonio» de dos cónyuges acatólicos (bautizados o no) realizadas en aquellos ordenamientos, religiosos o estatales, que poseen dicha institución jurídica, con tal de que se trate de una auténtica «declaración» de nulidad y no de la disolución del vínculo, es decir, cuando la decisión respeta el derecho divino sobre la indisolubilidad. La aceptación de tal decisión es exigida por la naturaleza de las cosas y por la coherencia del razonamiento jurídico. En efecto, el reconocimiento del derecho de cualquier ordenamiento legítimo a regular, ad validitatem, tanto las condiciones subjetivas que hacen a la persona y a su declaración de voluntad aptos para contraer matrimonio (impedimentos, capacidad y consentimiento), como la forma de celebración (cfr. DC art. 4 § 1 n. 2), comporta el reconocimiento del derecho de dicho ordenamiento a juzgar acerca del cumplimiento de tales normas y de declarar la invalidez del vínculo que las haya violado. Esta legítima declaración de nulidad debe poder ser recibida por el ordenamiento canónico.


    Sin embargo, sobre esta cuestión existe una prudente actitud por parte del legislador y de la jurisprudencia pontificia para evitar ocasionar confusión, considerando que la inmensa mayoría de los ordenamientos civiles y de las confesiones cristianas acatólicas aceptan el divorcio[8]. Sin embargo, como cuestión de principio, la recepción de la declaración de nulidad de los matrimonios no sometidos a la forma canónica católica aparece como una obligación de justicia proveniente del derecho a casarse (ius connubii) y —en relación a algunos ordenamientos, que acogen las sentencias de nulidad del matrimonio de la Iglesia— del principio de reciprocidad, exigido por el ius gentium. Por ello, podría ser oportuno dotar al ordenamiento canónico de un sistema de «homologación» de tal decisión —mediante una institución similar a la delibazione italiana o al exequátur español— para satisfacer aquella obligación de justicia garantizando, a la vez, la conformidad de la decisión con el derecho natural, en particular el respeto de la indisolubilidad del vínculo válido. De hecho, el PCTL y la Signatura Apostólica han declarado que la «nulidad» del matrimonio pronunciada por la autoridad de una confesión acatólica no puede ser recibida por el ordenamiento canónico, porque dicha declaración simplemente «oficializa» el derecho de esos cónyuges a contraer un nuevo matrimonio. Es decir, no se ha aceptado la «homologación» de tal «declaración» por considerar que se trata de un divorcio. Por tanto, estas declaraciones reconocen implícitamente (a contrario sensu) la posibilidad de la recepción canónica de una auténtica declaración de nulidad del matrimonio no sometido a la forma canónica católica, pronunciada por la legítima autoridad de otro ordenamiento, en aplicación del derecho propio y con tal que respete el derecho natural. De todos modos, DC no ha considerado oportuno mencionar tal posibilidad[9].


    
      
        2 Las referencias de las citas son lo más escuetas posible y con frecuencia usaré las abreviaturas indicadas al inicio del libro. Puesto que la mayor parte de los documentos se encuentran fácilmente en la página web de la Santa Sede (que tiene un buen buscador), daré sólo los datos que bastan para su consulta en esta nueva colección de fuentes. Los discursos a la Rota Romana de Juan Pablo II, Benedicto XVI y Papa Francisco también se encuentran, en castellano y en otros idiomas, en la página web de la Santa Sede. Además existen diversos libros con todas las alocuciones hasta la fecha de publicación de cada colección. Para la consulta de los textos originales (casi siempre en italiano, salvo alguno en latín) que no se encuentran en la página web del Vaticano, cfr. Grzegorz Erlebach (Ed.), Le allocuzioni dei Sommi Pontefici alla Rota Romana (1939-2003), Libreria Editrice Vaticana, Città del Vaticano, 2004. En otros idiomas y para los textos no disponibles en la página web del Vaticano, cfr. Luis de Jesús Hernández Mercado - Mario Medina Balam, Setenta años de discursos a la Rota Romana. De Pío XII a Benedicto XVI (1939-2009), Universidad Pontificia de México, México, 2009; Alejandro Lizarraga Artola, Discursos pontificios a la Rota Romana [1963-2001], Eunsa, Pamplona, 2001; Jean Thorn (Ed.), Le pape s’adresse à la Rote. Allocutions annuelles de Pie XII à Jean-Paul II (1939-1994), Saint-Paul Université, Ottawa, 1994; William H. Woestman (Ed.), Papal Allocutions to the Roman Rota (1939-1994), Saint Paul University, Ottawa, 1994.


        Las citas de los discursos las haré así: nombre del Papa, DRR año (sin mes ni día) y número del párrafo que el discurso tiene en el original. Los DRR de Juan Pablo II contienen siempre la numeración de los párrafos; el texto original de los de Benedicto XVI, salvo el del 2013, no tienen subdivisiones en párrafos.

      


      
        3 Vide supra nota 1.

      


      
        4 Cfr. COD pp. 753-756, 772-773; Dz nn. 1812 y 1816, para las dos primeras disposiciones, pues la tercera no es recogida en Dz.

      


      
        5 Cfr. Pontificia Comisión para la Interpretación de los Decretos del Concilio Vaticano II, Responsum de iure accusandi matrimonium ab acatholicis, 8-I-1973, en AAS, 62 (1973), p. 59.

      


      
        6 Cfr. can. 1055; Juan Pablo II, FC n. 68; Id., DRR 2003 § 8; Benedicto XVI DRR 2011 y 2013 n. 1.

      


      
        7 Cfr. Joaquín Llobell, La jurisdicción de la Iglesia sobre los matrimonios no obligados a la forma canónica, en Ius Canonicum, 37 (1997), pp. 62-63, nota 75.

      


      
        8 Es sabido que en diversas iglesias ortodoxas la llamada «muerte religiosa» es equiparada a la muerte natural, y que el adulterio de la mujer y otras imprecisas «causas graves» de perturbación de la vida conyugal permiten el divorcio. El divorcio civil es aceptado generalmente por las confesiones protestantes.

      


      
        9 Cfr. Signatura Apostólica, Declaratio, 20-10-2006, en Communicationes, 39 (2007), pp. 66-67. Más amplia es una nota explicativa del PCTL sobre la relevancia canónica del divorcio ortodoxo, 20-12-2012, en Communicationes, 44 (2012), pp. 357-359.

      

    

  


  
     


    CAPÍTULO II


    CUESTIONES PREVIAS PARA LA COMPRENSIÓN DE LA PASTORALIDAD DEL PROCESO DE NULIDAD DEL MATRIMONIO: JUSTICIA Y MISERICORDIA


    Los procesos matrimoniales canónicos, en especial el de nulidad del matrimonio, reflejan la concepción del matrimonio que poseen tanto los cónyuges como los jueces. A la vez, los criterios aplicados por los tribunales (quienes actúan en nombre de los Obispos o del Papa, en el caso de los tribunales de la Curia Romana) para declarar, o no, la nulidad de un matrimonio poseen notable incidencia en la sucesiva interpretación (tanto teórica como práctica, correcta o incorrecta) de la doctrina católica sobre las propiedades esenciales del matrimonio (unidad, indisolubilidad y apertura a la procreación) y sobre la capacidad (fundamentalmente, física y psíquica) requerida para poder casarse válidamente. Dicha jurisprudencia de naturaleza sustancial (sobre los criterios con los que el juez discierne si el matrimonio es o no nulo) es llamada in decernendo, por contraposición a la jurisprudencia de naturaleza procedimental (sobre el modo de recoger las pruebas y notificarlas a los cónyuges, etc.), llamada in procedendo. El análisis de la jurisprudencia de los diversos tribunales manifiesta, en algunas ocasiones, planteamientos anómalos de tales jueces respecto a la doctrina de la Iglesia. Para referirme a la jurisprudencia (tanto in decernendo como in procedendo) que el magisterio pontificio considera errónea, usaré abundantemente las palabras textuales de los Papas, en especial en sus discursos a la Rota Romana, para tratar de ser objetivo en la exposición de estos complejos problemas.


    Al iniciar el estudio de esta complicada situación es necesario hacer una advertencia importante: existen matrimonios nulos, y declararlos tales —en particular si han fracasado y no son sanables de hecho— comporta un bien tanto para los cónyuges como para la Iglesia. Por otra parte, equiparar la nulidad con el fracaso matrimonial implica razonar con criterios divorcistas. Se trata, por tanto, de examinar con seriedad cada causa, procurando conocer bien los hechos a los que hay que aplicar la legislación que indica los casos en los que un matrimonio puede ser nulo. Es decir, cada sentencia sobre la validez de un matrimonio, también cuando declara la nulidad, si es justa (según la verdad de los hechos y fiel a la ley) «es una aportación a la cultura de la indisolubilidad, tanto en la Iglesia como en el mundo» (Juan Pablo II DRR 2002 n. 7: la cursiva es del original) porque manifiesta de modo muy incisivo en qué consiste el verdadero matrimonio y cuáles son las condiciones mínimas requeridas. Es decir, afirmar o negar la nulidad de un matrimonio es pastoral en la medida en que la decisión refleja la verdad de los hechos y la doctrina (la ley) de la Iglesia sobre el matrimonio. Por eso es pastoral contradecir a quien está convencido de que su matrimonio fracasado es nulo simplemente porque ha fracasado e indicarle que para vivir de acuerdo con la ley de Dios debe interrumpir la relación prematrimonial (gravemente inmoral en cualquier circunstancia) con quien desea casarse de nuevo. Se trata del problema de la relación entre la verdad y la conciencia expuesto por Ratzinger, como él mismo dice:


     


    «de forma narrativa (…), contando antes que nada la historia de mi acercamiento personal a este problema. La primera vez que fui consciente de la cuestión, en toda su urgencia, fue al principio de mi actividad académica. (…) Un colega más anciano, muy interesado en la situación del ser cristiano en nuestro tiempo, opinaba en una discusión que había que dar gracias a Dios por haber concedido a tantos hombres la posibilidad de ser no creyentes en buena conciencia. Si se les hubiera abierto los ojos y se hubieran hecho creyentes, no habrían sido capaces (…) de llevar el peso de la fe y sus deberes morales. Sin embargo, y puesto que recorren un camino diferente en buena conciencia, pueden igualmente alcanzar la salvación. Lo que más me asombró de esta afirmación no fue tanto la idea de una conciencia errónea concedida por Dios mismo para poder salvar con esta estratagema a los hombres, la idea, por así decir, de una ceguera mandada por Dios mismo para la salvación de estas personas. Lo que me turbó fue la concepción de que la fe es un peso difícil de sobrellevar y que sólo pueden soportarlo naturalezas particularmente fuertes: casi una forma de castigo, y siempre un conjunto oneroso de exigencias difíciles de afrontar. Según esta concepción, la fe, en lugar de hacer más accesible la salvación, la dificulta. Así pues, tendría que ser feliz precisamente aquél a quien no se le carga con el peso de tener que creer y de tener que someterse al yugo de la moral que conlleva la fe de la Iglesia católica. La conciencia errónea, que permite vivir una vida más fácil e indica un camino más humano, sería por lo tanto la verdadera gracia, el camino normal hacia la salvación. La no verdad, el quedarse lejos de la verdad, sería para el hombre mejor que la verdad. No sería la verdad lo que le liberaría, sino más bien tendría que liberarse de ella. Dentro de su propia casa, el hombre estaría más en las tinieblas que en la luz; la fe no sería un don de Dios, sino más bien una maldición. Así las cosas, ¿cómo puede la fe provocar gozo? Más aún, ¿quién podría tener el valor de transmitir la fe a los demás? ¿No será mejor ahorrarles este peso e incluso mantenerlos lejos de él? En los últimos decenios, concepciones así han paralizado visiblemente el impulso de la evangelización: quien entiende la fe como una carga pesada, como una imposición de exigencias morales, no puede invitar a los otros a creer, más bien prefiere dejarles en la presunta libertad de su buena fe. Quien hablaba de esta manera era un sincero creyente, mejor dicho un católico riguroso …»[10].


     


    El título y, sobre todo, el contenido de la Encíclica Caritas in veritate (29-6-2009) manifiesta de modo definitivo (si fuera necesario) la trascendencia —tanto intrínseca cuanto para la credibilidad de la Iglesia ante la sociedad civil a la que Benedicto XVI se dirige— de que las instituciones eclesiásticas respeten las exigencias de la verdad. Tal exigencia debe referirse a las decisiones eclesiásticas sobre la validez o nulidad del matrimonio, puesto que Benedicto XVI insiste en que «los Estados están llamados a establecer políticas que promuevan la centralidad y la integridad de la familia, fundada en el matrimonio entre un hombre y una mujer, célula primordial y vital de la sociedad» (CIV n. 44). Por eso Benedicto XVI dedicó el DRR de 2010 a la aplicación de la CIV a los procesos matrimoniales. En efecto, invocar la «caridad» y la «misericordia» prescindiendo de una directa relación con la verdad —como, con una cierta frecuencia, se hace por parte de algunos tribunales y autores— supone una esencial contradicción en los fundamentos mismos de la razón de ser de las causas de nulidad del matrimonio:


     


    «Se ha de tener en cuenta la tendencia, difundida y arraigada, aunque no siempre manifiesta, que lleva a contraponer la justicia y la caridad, como si una excluyese a la otra. En este sentido, refiriéndose más específicamente a la vida de la Iglesia, algunos consideran que la caridad pastoral podría justificar cualquier paso hacia la declaración de la nulidad del vínculo matrimonial para ayudar a las personas que se encuentran en situación matrimonial irregular. La verdad misma, aunque se la invoque con las palabras, tendería de ese modo a ser vista desde una perspectiva instrumental, que la adaptaría caso por caso a las diversas exigencias que se presentan. (…)


    »Acerca de la verdad, en las alocuciones dirigidas a este Tribunal apostólico, en 2006 y en 2007, ya reafirmé la posibilidad de alcanzar la verdad sobre la esencia del matrimonio y sobre la realidad de cada situación personal que se somete al juicio del tribunal (…). Hoy quiero subrayar que tanto la justicia como la caridad postulan el amor a la verdad y conllevan esencialmente la búsqueda de la verdad. En particular, la caridad hace que la referencia a la verdad sea todavía más exigente. “Defender la verdad, proponerla con humildad y convicción y testimoniarla en la vida son formas exigentes e insustituibles de caridad. Esta ‘goza con la verdad’ (1 Cor 13, 6)” (Caritas in veritate, 1). “Sólo en la verdad resplandece la caridad y puede ser vivida auténticamente (…). Sin verdad, la caridad cae en mero sentimentalismo. El amor se convierte en un envoltorio vacío que se rellena arbitrariamente. Este es el riesgo fatal del amor en una cultura sin verdad. Es presa fácil de las emociones y las opiniones contingentes de los sujetos, una palabra de la que se abusa y que se distorsiona, terminando por significar lo contrario” (ib., 3)» (DRR 2010).


     


     


    2.1. Congruencia entre los elementos esenciales del proceso judicial y la finalidad de la Iglesia en las causas de nulidad del matrimonio. La cuestión del «contradictorio procesal» y de la caridad cristiana


     


    El proceso judicial presupone que dos sujetos («partes procesales») disputan sobre el contenido justo de una relación jurídica controvertida: a cuál de los hermanos corresponde uno de los bienes del padre difunto, si el Ayuntamiento puede expropiar un terreno a su propietario y cuál sea el justo precio de esa expropiación, si el acusado por un delito es realmente culpable y merece tal pena (como sostiene el acusador) o por el contrario es inocente o, si es culpable, si la pena justa debe ser menor de la solicitada por el fiscal, etc. Es decir, cuando las partes —dialogando o recurriendo a los diversos modos pacíficos de mediación extrajudicial (cuando esto es posible)— no se ponen de acuerdo, aquella parte que se considera perjudicada por esa situación la plantea ante un órgano (el juez competente), que posee jurisdicción sobre esas personas y sobre el objeto debatido, para que indique cuáles son las exigencias de justicia para las partes de la causa. Sólo en este sentido el proceso judicial requiere la presencia de dos partes «en contradictorio», situación que el defensor del vínculo garantiza en las causas de nulidad del matrimonio en las que «nunca puede actuar a favor de la nulidad del matrimonio», pues «si en algún caso particular no tuviera nada que proponer o exponer razonablemente contra la nulidad del matrimonio, puede remitirse a la justicia del tribunal» (DC art. 56 § 5), manteniendo su posición de parte demandada. Esta «dialógica» búsqueda de la verdad, en la que cada parte está convencida de poseerla (o, al menos, se comporta como si lo estuviera), es típica de las causas de nulidad del matrimonio y permite a la DC evitar expresiones clásicas del proceso en las que se manifiesta una litigiosidad entre las partes que, aunque puede darse, no es ni necesaria ni conveniente. Por ej., DC habla de decreto de «fórmula de las dudas» (cfr. art. 135 § 1) en vez de «litiscontestación» (cfr. can. 1513 § 1), o de «pendencia de la instancia» (cfr. art. 129), en vez de «litispendencia» (cfr. can. 1512 n. 5), para evitar la expresión latina «lis, litis»: contienda, litigio, etc.


    El derecho a invocar el ministerio del juez se llama «acción», al menos desde la romana «Ley de las XII Tablas» (alrededor del a. 451 a.C.). Por eso, a quien ejerce tal derecho se le llama «parte actora» o «actor». El actor pide («demanda») al juez que obligue a la otra parte a darle lo que (el actor) considera que le corresponde; por eso a esa otra parte se le llama «parte demandada» o «demandado». La ley debe ofrecer a estas dos partes las mismas posibilidades de defender su propia posición, aunque quien tenga realmente razón dispondrá habitualmente de más medios (pruebas) para defenderse: es el requisito de la igualdad formal entre las partes para ejercer el derecho de defensa en el proceso.


    Respecto al juez, el requisito esencial es que esté en condiciones de ser justo al decidir la causa. Para ello se requieren dos cualidades. La primera es que conozca los criterios según los cuales algo es justo, de acuerdo con parámetros preexistentes a la controversia, previstos por el concepto «metafísico» de justicia: de la realidad en sí misma, reconocida por la misma naturaleza de las cosas. Por ej., el deber de los padres de cuidar de su hijo y el derecho de tenerlo consigo y educarlo hasta que el hijo alcanza la adecuada autonomía proviene de la naturaleza, no de la ley civil que regula las relaciones paterno-filiales. Por eso, en las relaciones humanas fundamentales, la justicia es previa a la ley humana, la cual se debe limitar a formular lo justo de modo claro y eficaz, pues no siempre es sencillo determinar esas exigencias de justicia, porque las relaciones humanas son con frecuencia muy complicadas. Esta prevalencia de lo justo en sí mismo sobre la ley humana y sobre las decisiones de los jueces fue reconocida desde las primeras reflexiones acerca del derecho y la justicia. Por ej., está presente en la citada «Ley de las XII Tablas» (siglo V a.C.), en «Antígona» de Sófocles (siglo V a.C.) en los escritos de Aristóteles (siglo IV a.C.), de Cicerón (siglo I a.C.), de Ulpiano (siglos II-III d.C.), etc. Por eso S. Tomás de Aquino (siglo XII), citando a estos autores antiguos, expone este planteamiento de la justicia como correspondiente al derecho natural: «la justicia es la firme y perpetua voluntad de dar a cada uno lo que le pertenece» («iustitia est constans et perpetua voluntas ius suum unicuique tribuens»: Summa theologiae, 2-2, q. 58, art. 1). Esta concepción de la justicia exige conocer bien la realidad del objeto del juicio, ya que la misión del juez no es «inventar» el modo justo de resolver el problema, sino «declarar» de modo vinculante ese modo en una situación controvertida y, con frecuencia, confusa. El juez alcanza dicho conocimiento del objeto del proceso (al que aplicar el criterio intrínsecamente previo de justicia y que el magistrado debe conocer por su formación jurídica) primariamente por las pruebas presentadas por quienes mejor conocen los hechos debatidos: las partes. Por eso, el respeto del derecho de defensa de las partes no se agota en sí mismo, no es mero «garantismo formalista autorreferencial», sino que es condición para que la sentencia del juez pueda reflejar la verdad y por tanto ser justa. Subsidiariamente, el juez puede investigar la verdad personalmente («de oficio»), especialmente cuando el objeto del proceso no es de libre disposición de las partes porque también afecta al bien público, pero el juez debe informar a las partes de los resultados de dicha investigación para que, pudiendo defenderse, le ayuden a conocer la verdad.


    La segunda cualidad para que el juez sea justo es que no tenga un interés personal en el objeto sometido a su decisión, o que ese interés no sea de alguien «amigo» o «enemigo» del juez. Es decir, que el juez sea «independiente», «imparcial» y libre de cualquier presión externa, de modo que «juzgue» movido sólo por el deseo de hacer justicia. La Constitución de la República Italiana (año 1947, art. 111), acogiendo una antigua tradición, denomina «tercero» al juez imparcial: equidistante entre las dos partes procesales. Por eso la doctrina procesal habla de «terciedad» para referirse a la independencia judicial.


    Este planteamiento metafísico del proceso (el conjunto de las actividades de las partes y del juez para llegar a la solución justa de una situación en la que las partes sostienen como justas posiciones que son incompatibles) está íntimamente ligado al derecho natural. Por ello la Iglesia usó el proceso (cuyos elementos esenciales eran bien conocidos en el Antiguo Testamento al menos a partir de Moisés: cfr. Ex 18, 13-26; Deut 16, 18-17, 13) desde los primeros tiempos del cristianismo, armonizando serenamente, gracias al uso de la «recta razón», aparentes incompatibilidades con la ley cristiana de la caridad y de la mansedumbre. El mismo Jesucristo, que había recomendado renunciar a reivindicar los derechos (cfr. Mt 5, 38-42), se lamenta del proceso injusto sufrido ante el Sanedrín (cfr. Jn 18, 22-23). S. Pablo reprende la litigiosidad procesal de los corintios (cfr. 1 Cor 6, 1-7) pero no duda en usar, con éxito, todos los medios de defensa personal previstos por el proceso romano, incluido el recurso al Emperador (cfr. Hch 22-26). Estas aparentes incompatibilidades entre la doctrina cristiana y la tutela judicial de los derechos fueron examinadas por los Padres de la Iglesia (S. Agustín, S. Juan Crisóstomo, etc.), quienes las resolvieron reconociendo, por una parte, el valor cristiano del proceso, que sirve para realizar la justicia y reprendiendo, por otra parte, el ánimo litigioso, el abuso del proceso. S. Tomás de Aquino, siguiendo esa doctrina, afirma que S. Pablo corrigió los pecados de los corintios cometidos con ocasión de la reivindicación procesal de los derechos, no el recurso al proceso en sí, del mismo modo que las amonestaciones contra los posibles pecados cometidos al administrar un sacramento no pueden implicar que su adecuada administración sea incompatible contra la doctrina de Cristo[11]. El razonamiento es análogo al usado por Benedicto XVI al hablar del «mercado» como instrumento necesario para la convivencia humana y, en sí mismo, bueno, aunque puede usarse mal (CIV n. 36), como indica Papa Francisco en el capítulo cuarto (nn. 176-258) de la Exhort. Ap. Evangelii gaudium (24-11-2013).


    Ya en el primer milenio la Iglesia usó el proceso para resolver problemas matrimoniales, aunque los conceptos —como el de «nulidad del matrimonio»— fueron precisándose paulatinamente. De hecho el Decreto de Graciano (alrededor de 1140) transmite bastantes testimonios antiguos de normas procesales que fueron pacíficamente aplicadas a las controversias matrimoniales. Los Papas de los siglos XII a XIV dictaron decretales que presuponían una consolidada praxis normativa y jurisprudencial sobre el proceso matrimonial. Desde la primera reflexión canónica sistemática (coincidente con el nacimiento de las universidades, el redescubrimiento del derecho romano y la razonada compilación normativa eclesiástica realizada por Graciano), el estudio del proceso canónico general y matrimonial ocupó un puesto muy relevante en el derecho de la Iglesia. Las causas de nulidad del matrimonio, con frecuencia, eran introducidas no tanto para obtener una declaración de nulidad que permitiera celebrar un segundo matrimonio, sino para probar la existencia de un matrimonio celebrado secretamente («clandestino», sin forma canónica) y, de este modo, declarar nulo por impedimento de vínculo un segundo matrimonio celebrado según los ritos públicos. En estos casos, la existencia de posiciones contrapuestas estaba garantizada y, desde muy pronto, fue afirmada explícitamente la naturaleza meramente declarativa de la sentencia: en aplicación de la ley de la indisolubilidad (cfr. Mt 19, 3-9), la autoridad eclesiástica sólo puede (de modo absoluto al menos en el matrimonio sacramental consumado) reconocer si el matrimonio fue válido o nulo, sin que la sentencia pueda modificar dicha realidad cuando lo afirmado por el tribunal no coincida con la realidad. Por ello la decisión puede ser siempre reformada si se prueba su error[12].


    La relativización de la ley de la indisolubilidad fue una de las causas de separación de los ortodoxos, como demuestra la Const. Exultate Deo (22-11-1439) del Concilio de Florencia para la unión con los Armenios. La herida fue mayor con el protestantismo. En realidad, la «tentación divorcista» ha estado y estará presente siempre en el corazón humano para poder volver a casarse tras el fracaso matrimonial. Por eso, la negación teológica protestante de la indisolubilidad comportó un incremento de las causas de nulidad del matrimonio en la Iglesia y fomentó que algunas veces el cónyuge parte demandada no se opusiera realmente a la demanda del actor. De hecho, el Concilio de Trento, además de recordar la doctrina de la indisolubilidad y de prescribir la forma canónica ad validitatem para erradicar el matrimonio clandestino, dictó normas procesales para garantizar la seriedad de las causas de nulidad del matrimonio y su naturaleza meramente declarativa: las causas matrimoniales dejaron de pertenecer a la competencia de los numerosos oficios eclesiásticos con potestad judicial (dependientes algunas veces de los cónyuges titulares del derecho de patronato: cfr. CIC 1917 cans. 1448-1471) y fueron reservadas a los jueces nombrados en el Sínodo diocesano (en el último capítulo de los diez en que están divididos los «Cánones sobre la reforma respecto al matrimonio» de Trento, vide supra § 1.2, nota 4). La consolidación del protestantismo y el iluminismo contribuyeron a difundir la mentalidad divorcista entre los católicos, también entre algunos tribunales de la Iglesia que concedían con mucha facilidad la «declaración» de nulidad. A mediados del siglo XVIII, Benedicto XIV promulgó varias normas para reformar estos abusos. La más importante, por su carácter universal, es la Const. Ap. Dei miseratione (3-11-1741), que estableció dos instituciones que siguen presentes en la vigente legislación del siglo XXI sobre las causas de nulidad del matrimonio: la necesaria intervención del defensor del vínculo y la necesidad de dos sentencias a favor de la nulidad del matrimonio por el mismo motivo para que los cónyuges puedan celebrar otro matrimonio (vide infra § 4.3.2, nota 57).


    El uso abusivo del proceso de nulidad del matrimonio, reflejado desde las citadas decretales de los siglos XII y XIII, es una constante de la historia de la Iglesia. Sin embargo, el proceso ha sido considerado siempre el mejor modo posible para tutelar la naturaleza declarativa de la decisión. A la vez, los Papas han tratado de simplificar todo lo posible el proceso judicial para evitar retrasos en una decisión de gran importancia para la vida de los fieles implicados (vide infra § 2.7).


    Sin embargo, una causa de nulidad matrimonial es realmente compleja. Por una parte, el juez debe conocer los motivos por los que un matrimonio puede ser nulo a pesar de haber sido celebrado ante el ministro eclesiástico competente, el cual ha debido indagar si los novios poseían las condiciones objetivas y subjetivas para poder casarse válidamente. Tales conocimientos constituyen el contenido del derecho matrimonial canónico. Por otra parte, el juez debe saber cómo armonizar la celeridad en el proceso con el respeto del derecho de los cónyuges y del defensor del vínculo de presentar pruebas para demostrar la verdad de su posición: que el matrimonio es o no válido. Dicho derecho no es «formalista», pues condiciona la justicia de la sentencia: que refleje la verdad de lo ocurrido cuando fue celebrado el matrimonio (con frecuencia, bastantes años antes del proceso). Puesto que un cónyuge puede presentar pruebas que no reflejan la verdad, el otro debe tener la posibilidad de conocer tales pruebas y, sucesivamente, de proponer al juez otros hechos con los que intentar demostrar dicha falsedad. El juez debe tener la formación (teórica y práctica) que le permita saber qué y cómo debe preguntar a los testigos; conocer la ayuda que un perito médico, en particular psiquiatra o psicólogo, puede proporcionarle para valorar la capacidad matrimonial de los cónyuges en el momento en que celebraron el matrimonio, etc. Por otra parte, el juez debe tratar a los cónyuges con una caridad delicada, pero sin dejarse condicionar sentimentalmente por el sufrimiento de los mismos. Tal condicionamiento puede llevar al juez a una malentendida compasión y misericordia: resolver, prescindiendo de la verdad, el drama de los cónyuges que han fracasado en su matrimonio y desean poder regularizar ante la Iglesia una sucesiva unión que les impide recibir los sacramentos de la penitencia y de la eucaristía, y evitar la condición objetiva de concubinato y adulterio. Esa delicada posición del juez ante los cónyuges impide que pueda juzgar quien no posea la suficiente independencia judicial: un familiar, un amigo y, tal vez, el párroco de los esposos. Todas estas cuestiones pertenecen al derecho procesal que, junto con el derecho matrimonial, ocupa una parte importante de los tres años previstos por la legislación vigente para realizar la licenciatura en Derecho Canónico, la cual requiere una previa formación filosófica y teológica sobre la antropología cristiana, la teología sacramentaria, etc.


    Por otra parte, acogiendo las sugerencias del Vaticano II, las autoridades pontificias competentes dictaron normas para simplificar el proceso de nulidad matrimonial previsto en el Código de 1917 y en la PME de 1936. Se trata de dos motu proprio de Pablo VI, de análogo contenido —el CM para la Iglesia latina y el Cum matrimonialium (8-9-1973) para la Iglesias orientales— y de algunas normas para determinadas conferencias episcopales, en particular para la de Estados Unidos de América del Norte (28-4-1970) y la de Australia (31-8-1970), promulgadas, con idéntico contenido, por el Consejo para los Asuntos Públicos de la Iglesia (como se llamó la actual Sección para las relaciones con los Estados de la Secretaría de Estado desde la REU 1967 a la PB 1988)[13]. Las normas particulares de 1970, entre otras disposiciones, establecieron un concepto de «certeza moral» (cfr. n. 21) más laxo que el previsto en el CIC 1917, según la interpretación dada por Pío XII en el DRR de 1942, y abrogaron la obligación de la doble sentencia conforme a favor de la nulidad del matrimonio (cfr. n. 23 § 2) (vide infra §§ 7.4.1. y 7.5.1). Juan Pablo II, citando una carta del Cardenal Prefecto del Consejo para los Asuntos Públicos de la Iglesia al Presidente de la Conferencia Episcopal de los Estados Unidos (20-6-1973), dijo que las normas para los USA (vigentes hasta el CIC 1983) consintieron «una dinámica la cual, si se convierte en praxis habitual, abre el camino para tolerar en la Iglesia el divorcio, oculto bajo otro nombre» (DRR 1980 n. 6). En el Sínodo de 1983 el Prefecto de la Signatura Apostólica, Card. Sabattani, dio los siguientes datos sobre los tribunales de los Estados Unidos: 450 declaraciones de nulidad del matrimonio en 1968; 5.403 declaraciones de nulidad en 1970 (fecha de la entrada en vigor de las normas propias); 48.630 declaraciones de nulidad en 1981[14]. En el mismo Sínodo, el Secretario del Supremo Tribunal ofreció otros aspectos del modo divorcista de actuar de bastantes tribunales; entre otros, se refirió a causas resueltas en pocas semanas e incluso días, con el acuerdo de ambos cónyuges y sin la intervención del defensor del vínculo o con una intervención a favor de la declaración de la nulidad[15]. Esta situación era considerada positivamente por parte de algunos Padres sinodales quienes ya en el Sínodo de 1980 sobre la familia habían sugerido: «frecuentemente cuando se recurre a los tribunales eclesiásticos la familia ya se ha disgregado: ¿no se podría ayudar [a los cónyuges] a librarse de esa infelicidad?»; «por qué no se aplica a los matrimonios [fracasados] el principio “in dubio libertas”?»[16].


    Esta complicada realidad ayuda a entender que cueste comprender que —en bastantes tribunales, también, a veces, en la Rota Romana (vide infra RR FE 2013, en § 4.3.2, nota 57)— una causa dure muchos meses o varios años. Bastantes cristianos, desde planteamientos de plena adhesión a la doctrina de la indisolubilidad y de rechazo de los abusos señalados, piensan que un buen tribunal podría decidir rectamente una causa en un tiempo similar o poco mayor al empleado por los jueces laxos. Esos cristianos (laicos y pastores) consideran que no tiene sentido aplicar las instituciones procesales, porque les parecen formalistas, comenzando por el mismo concepto de «partes procesales». Sin embargo, la Iglesia (a la vez que reprueba la lentitud de algunos tribunales y busca medios para agilizar el desarrollo del proceso) continúa sosteniendo que la estructura esencial del proceso judicial es el medio adecuado para garantizar a ambos cónyuges la posibilidad de sostener, de buena fe y con pruebas honestas, posiciones diversas; para permitir que el defensor del vínculo pueda conocer las pruebas presentadas a favor de la nulidad y buscar, sin afán obstruccionista, pruebas a favor de la validez, posibilidad que posee también el juez. En efecto, éste está obligado a buscar la verdad, lógicamente sin actitudes escrupulosas, pero tampoco con el afán prioritario de «resolver» el problema de quien ha fracasado en su matrimonio. En este sentido, el juez debe ser independiente de las partes y decidir según la verdad demostrada por las pruebas a la que debe aplicar los criterios legales que determinarán si el matrimonio roto es o no nulo.


    De esta congruencia entre los elementos esenciales del proceso judicial y la finalidad de la Iglesia en las causas de nulidad del matrimonio trataron repetidamente Pablo VI, Juan Pablo II y Benedicto XVI en las alocuciones a la Rota. Juan Pablo II dijo en 1990:


     


    «La institucionalización de aquel instrumento de justicia que es el proceso representa una progresiva conquista de civilización y de respeto a la dignidad del hombre, a la que ha contribuido de una forma notable la misma Iglesia con el proceso canónico. Al hacer esto, la Iglesia no ha renegado de su misión de caridad y de paz, sino que solamente ha preparado un medio adecuado para aquella constatación indispensable de la justicia animada por la caridad, y por eso también de la verdad que es condición de la verdadera paz. Es verdad que, si es posible, hay que evitar los procesos. Sin embargo, en determinados casos los procesos son exigidos por la ley como el camino más apto para resolver cuestiones de gran trascendencia eclesial, como son por ejemplo los de la existencia del matrimonio» (DRR 1990 n. 7).


     


    Estas enseñanzas fueron hechas propias por Benedicto XVI en su primer discurso a la Rota Romana (2006), quien también indicó que las exigencias de justicia de las causas de nulidad del matrimonio no pueden quedar empañadas por motivos aparentemente pastorales en los que la fe justificaría (erróneamente) desatender dichas exigencias de la «recta razón»:


     


    «El proceso canónico de nulidad del matrimonio constituye esencialmente un instrumento para certificar la verdad sobre el vínculo conyugal. Por consiguiente, su finalidad constitutiva no es complicar inútilmente la vida a los fieles, ni mucho menos fomentar su espíritu contencioso, sino sólo prestar un servicio a la verdad. (…).


    »El proceso, precisamente en su estructura esencial, es una institución de justicia y de paz. En efecto, el proceso tiene como finalidad la declaración de la verdad por parte de un tercero imparcial, después de haber ofrecido a las partes las mismas oportunidades de aducir argumentaciones y pruebas dentro de un adecuado espacio de discusión. Normalmente, este intercambio de opiniones es necesario para que el juez pueda conocer la verdad y, en consecuencia, decidir la causa según la justicia. Así pues, todo sistema procesal debe tender a garantizar la objetividad, la tempestividad y la eficacia de las decisiones de los jueces.


    »También en esta materia es de importancia fundamental la relación entre la razón y la fe. Si el proceso responde a la recta razón, no puede sorprender que la Iglesia haya adoptado la institución procesal para resolver cuestiones intraeclesiales de índole jurídica. Así se fue consolidando una tradición ya plurisecular, que se conserva hasta nuestros días en los tribunales eclesiásticos de todo el mundo. (…)


    »En sentido estricto, ningún proceso es contra la otra parte, como si se tratara de infligirle un daño injusto. Su finalidad no es quitar un bien a nadie, sino establecer y defender la pertenencia de los bienes a las personas y a las instituciones. En la hipótesis de nulidad matrimonial, a esta consideración, que vale para todo proceso, se añade otra más específica. Aquí no hay algún bien sobre el que disputen las partes y que deba atribuirse a una o a otra. En cambio, el objeto del proceso es declarar la verdad sobre la validez o invalidez de un matrimonio concreto, es decir, sobre una realidad que funda la institución de la familia y que afecta en el máximo grado a la Iglesia y a la sociedad civil» (DRR 2006).


     


     


    2.2. Los discursos de los Papas a la Rota Romana sobre un problema generalizado en algunos tribunales diocesanos: la identificación entre el fracaso y la nulidad del matrimonio


     


    A partir del primer año del pontificado de Pío XII (1939) —con pocas excepciones, por ej. con Juan Pablo II sólo en 1985— con ocasión de la inauguración del «Año judicial» del Tribunal de la Rota Romana (vide infra § 3.3), los Romanos Pontífices han pronunciado un discurso posteriormente publicado.


    Los Papas han indicado que «los discursos pontificios a la Rota Romana (…) se dirigen de hecho a todos los operadores de justicia en los tribunales eclesiásticos» (Juan Pablo II DRR 1989 n. 1). Por tanto, la consideración de los discursos a la Rota Romana, especialmente de los posteriores al Concilio Vaticano II, es un útil instrumento para conocer la valoración pontificia de la actividad de los tribunales de la Iglesia. El Card. Herranz, dirigiéndose a Obispos de nombramiento reciente[17], recordó que los Pontífices, con frecuencia, han señalado anomalías importantes en la jurisprudencia de bastantes tribunales diocesanos acerca de la interpretación y aplicación tanto de la ley procesal como de la ley matrimonial[18]. En 2008, con ocasión del centenario de la reconstitución de la Rota Romana, Benedicto XVI afirmaba: «En la Iglesia (…) existe siempre el peligro de que se formen (…) “jurisprudencias locales” cada vez más distantes de la interpretación común de las leyes positivas e incluso de la doctrina de la Iglesia sobre el matrimonio».


    Es sabido que los planteamientos «contestatarios» del magisterio eclesiástico suelen argumentar que el derecho canónico es «formalista» y, por tanto, carece de sentido «pastoral». Se podría replicar que esas actitudes «pastoralistas» son frecuentemente incoherentes, pues —cuando pretenden declarar nulo, siempre y en poco tiempo, cualquier matrimonio fracasado— utilizan la letra de la ley del modo más formalista y positivista posible, por ej., sobre la nulidad por defecto de algún requisito meramente formal en la celebración canónica del matrimonio. Además, tales «pastoralistas» rechazan los textos magisteriales que, sin tener naturaleza legislativa stricto sensu, ilustran a la luz de la «sana doctrina» (cfr. 1 Tm 1, 10; 2 Tm 4, 3; Tt 1, 9 y 2, 1; Encíclica Veritatis Splendor nn. 28-30) las necesariamente sintéticas formulaciones normativas acerca de la capacidad necesaria para casarse, los vicios del consentimiento, etc. En consecuencia, esos «pastoralistas» aplican en modo formalista las disposiciones legislativas y se erigen a sí mismos en autoridad sobre los mismos Papas al considerar vinculantes (en conciencia y jurídicamente) únicamente aquellos documentos «formalmente» vinculantes, contra la doctrina enseñada por los Romanos Pontífices y recordada por la CDF sobre el magisterio ordinario[19]. Esto sucede también cuando se menosprecian las normas de naturaleza aplicativa, como las «instrucciones» (por ej., DC). Desde luego, la leal recepción de las indicaciones de la legítima autoridad no justifica el olvido de los principios de legalidad y de la jerarquía normativa, necesarios para el buen gobierno y la certeza del derecho. Simplemente se trata de vivir con sentido común y sobrenatural la enseñanza de Cristo: «quien a vosotros os oye, a mí me oye; quien a vosotros os desprecia, a mí me desprecia; y quien a mí me desprecia, desprecia al que me ha enviado» (Lc 10, 16). Por el contrario, los supuestos «pastoralistas» interpretan «esquizofrénicamente», según la llamada «hermenéutica de la discontinuidad y de la ruptura» (Benedicto XVI, Discurso a la Curia Romana, 22-12-2005, y DRR 2007), documentos que, aunque tengan naturaleza legislativa y doctrinal diversa, no pueden contradecirse pues tienen el mismo autor. A esta actitud se han referido explícitamente Juan Pablo II y Benedicto XVI:


     


    «Más peligroso aún es el reduccionismo que pretende interpretar y aplicar las leyes eclesiásticas separándolas de la doctrina del Magisterio. Según esta visión, los pronunciamientos doctrinales no tendrían ningún valor disciplinario, pues sólo habría que reconocer valor a los actos formalmente legislativos. Es sabido que, desde este punto de vista reduccionista, se ha llegado a veces a teorizar incluso dos soluciones diversas del mismo problema eclesial: una, inspirada en los textos magistrales; la otra, en los canónicos. En la base de ese enfoque hay una idea de derecho canónico muy pobre, casi como si se identificara únicamente con el dictamen positivo de la norma. No es así, pues la dimensión jurídica, siendo teológicamente intrínseca a las realidades eclesiales, puede ser objeto de enseñanzas magisteriales, incluso definitivas» (Juan Pablo II, Discurso con ocasión del 20º aniversario del nuevo Código de Derecho Canónico, 24-1-2003 n. 3).


    «Mi venerado predecesor Juan Pablo II, en su último discurso a la Rota, puso en guardia contra la mentalidad positivista en la comprensión del derecho, que tiende a separar las leyes y las normas jurídicas de la doctrina de la Iglesia. Afirmó: “En realidad, la interpretación auténtica de la palabra de Dios que realiza el Magisterio de la Iglesia tiene valor jurídico en la medida en que atañe al ámbito del derecho, sin que necesite un ulterior paso formal para convertirse en vinculante jurídica y moralmente. Asimismo, para una sana hermenéutica jurídica es indispensable tener en cuenta el conjunto de las enseñanzas de la Iglesia, situando orgánicamente cada afirmación en el cauce de la tradición. De este modo se podrán evitar tanto las interpretaciones selectivas y distorsionadas como las críticas estériles a algunos pasajes” (Juan Pablo II DRR 2005 n. 6)» (Benedicto XVI DRR 2008).


     


    La indisolubilidad del matrimonio es una ley natural que afecta a toda persona: porque está casada o desea estarlo, porque es hija de un matrimonio, etc. Por eso, aunque la sentencia judicial «no tiene fuerza de ley» porque «sólo obliga a las personas (…) para las que se ha dado» (can. 16 § 3: vide infra § 3.2), las decisiones sobre la nulidad de un matrimonio tienen un notable impacto social: «la atención prestada a los procesos de nulidad matrimonial trasciende cada vez más el ámbito de los especialistas» (Benedicto XVI DRR 2006).


    Tal impacto («una imagen vale más que mil palabras», dice un sabio refrán) podría llegar a contradecir la doctrina magisterial si esas decisiones judiciales indicaran de hecho que se obtiene la nulidad del matrimonio siempre que se solicita, como sucede en no pocos tribunales. La perplejidad es mayor si a los altos números «relativos» (el tanto por ciento de las nulidades concedidas sobre las solicitadas) se añade un elevado número «absoluto». Mientras que la primera situación es generalizada en la mayoría de los tribunales, la segunda es muy llamativa, desde el inicio de la década de 1970, en los Estados Unidos. Desde ese momento, los tribunales de los EE.UU. han declarado nulos la mayor parte de los matrimonios cuya nulidad ha sido solicitada. Puesto que la media anual de nulidades concedidas es de 40 mil, basta multiplicar esta cantidad por 40 años para concluir que en este periodo han sido declarado nulos alrededor de un millón seiscientos mil matrimonios. Puesto que cada matrimonio anulado concierne a dos personas vivas —las declaraciones post mortem (cfr. DC art. 93) son muy excepcionales—, unos tres millones de católicos (no son muchos los matrimonios en los que un cónyuge no lo sea) han tenido la experiencia personal de haber sido declarados incapaces para poder casarse (ex can. 1095 nn. 2 y 3), pues los otros «capítulos» (motivos) de nulidad son infrecuentes, aunque van creciendo otros capítulos, como el de la exclusión de la indisolubilidad. Si estimamos que cada uno de esos tres millones de cónyuges tiene un radio de acción de al menos diez personas (padres, hijos, otros familiares, amigos, colegas, vecinos, etc.), llegaremos a la conclusión de que unos 30 millones de estadounidenses (la mayor parte católicos) han visto cómo los tribunales de la Iglesia han declarado nulo un matrimonio canónico. Con alguna frecuencia esas decisiones se basan en motivos difícilmente compatibles con la indisolubilidad y fácilmente asimilables a las habituales causas de los divorcios estatales. En EE.UU. hay 68,3 millones de católicos[20]: casi la mitad puede llegar a la conclusión, en base a un conocimiento directo de la actividad de los tribunales de la Iglesia, de que cualquier matrimonio fracasado puede ser declarado canónicamente nulo. Este convencimiento no refleja el Magisterio de la Iglesia y se asimila mucho al divorcio civil. Aunque cuantitativamente la situación de los EE.UU. sea única, cualitativamente el planteamiento es compartido por bastantes tribunales de otros países.


    A esta situación se refería Benedicto XVI en el DRR 2006, en el que incluía entre las personas sorprendidas por ese modo de proceder también a los no cristianos: «es engañoso el servicio que se puede prestar a los fieles y a los cónyuges no cristianos en dificultad fortaleciendo en ellos, aunque sólo sea implícitamente, la tendencia a olvidar la indisolubilidad de su unión. De ese modo, la posible intervención de la institución eclesiástica [los tribunales] en las causas de nulidad corre el peligro de presentarse como mera constatación de un fracaso». Ya Juan Pablo II había señalado la incidencia positiva de las justas sentencias de nulidad y el influjo «anticatequético» de una decisión divorcista: «Toda sentencia justa de validez o nulidad del matrimonio es una aportación a la cultura de la indisolubilidad, tanto en la Iglesia como en el mundo. (…) En efecto, se sitúa en un plano inmediatamente práctico, dando certeza no sólo a cada una de las personas implicadas, sino también a todos los matrimonios y a las familias. En consecuencia, la injusticia de una declaración de nulidad opuesta a la verdad de los principios normativos y de los hechos, reviste particular gravedad, dado que su relación oficial con la Iglesia favorece la difusión de actitudes en las que la indisolubilidad se sostiene con palabras pero se ofusca en la vida» (DRR 2002 n. 7). De hecho, desde el inicio de la década de 1970, son muchos los DRR en los que los Papas tratan de corregir esta tendencia de bastantes tribunales.


    Por otro lado, los DRR son también relevantes por su incidencia en la DC. En efecto, la DC ha incorporado numerosas precisiones al proceso de nulidad del matrimonio, con notable incidencia sobre cuestiones de fondo, fundándose en las indicaciones de los DRR. El sistema normativo canónico prevé que la jurisprudencia de los tribunales apostólicos sea fuente para colmar las lagunas de ley (cfr. can. 19; vide infra §§ 3.2 y 3.3, nota 50); pero con frecuencia la jurisprudencia de la Signatura Apostólica y de la Rota Romana ha sido incorporada al sistema normativo a través de los discursos de los Papas a la Rota, los cuales, a su vez, han sido acogidos por la DC. Por tanto, los DRR constituyen un valioso instrumento para conocer tanto los problemas presentados por numerosos tribunales (si fueran escasos, la corrección de los abusos seguiría caminos más discretos, dirigidos sólo a los pocos implicados) como las soluciones que ofrecen los Romanos Pontífices.


    Al reflexionar sobre los DRR surge el problema de las traducciones desde el idioma original (el italiano salvo los de 1976 y 1977, escritos en latín) a los otros idiomas. Con alguna frecuencia esas traducciones presentan significativas deficiencias[21]. Un ejemplo: en 1994 Juan Pablo II se refirió, una vez más, a la falsa pastoralidad de la mentalidad que lleva a pensar que la misericordia cristiana requiere declarar nulo todo matrimonio fracasado: «Conocéis muy bien la tentación de reducir, en nombre de una concepción no correcta [equivocada] de la compasión y la misericordia, las exigencias pesadas que impone la observancia de la ley» (DRR 1994 n. 5, la cursiva es mía). Pues bien, una versión castellana dice: «Conocéis muy bien la tentación de reducir, en nombre de una concepción no regida por la compasión y la misericordia, las exigencias pesadas que impone la observancia de la ley»[22]. En esta traducción, la expresión italiana «concezione non retta della compassione e della misericordia» fue traducida como si la actitud que «sí estuviera “regida por” la compasión y la misericordia» permitiera no observar «las exigencias pesadas que impone la observancia de la ley». Es decir, según esa traducción, la misericordia podría justificar no respetar la indisolubilidad. Ejemplos similares no son infrecuentes.


     


     


    2.3. La «unicidad» del matrimonio («natural» y «sacramental») y su indisolubilidad. La doctrina del Vaticano II sobre el matrimonio y la «capacidad» necesaria para contraerlo


     


    Los procesos matrimoniales presuponen, por definición, una situación problemática. Los aspectos conflictivos del matrimonio que se plantean a la autoridad de la Iglesia se pueden sintetizar: a) en el examen de la validez o nulidad del vínculo (vide infra §§ 7-9); b) en el supuesto de un matrimonio de cuya validez no se duda, en la modificación de los derechos y obligaciones que puede derivar como consecuencia de diversas vicisitudes negativas de ese matrimonio válido: separación conyugal y sus diversos efectos canónicos y civiles (vide infra § 10); y c) en los diversos supuestos que permiten al Romano Pontífice, y sólo a él, la excepcional posibilidad de disolver el vínculo (vide infra § 12). Cualquier reflexión acerca de la solución de estas situaciones matrimoniales problemáticas debe partir de dos principios revelados con claridad en la Sagrada Escritura:


     


    a) Toda unión matrimonial válida es intrínsecamente indisoluble. Si es nula y no puede ser sanada, debe ser interrumpida (cfr. Mt 19, 3-9) (sobre la convivencia «como hermanos» vide infra § 2.5). Jesucristo se refirió explícitamente a la obligación de esa cesación de lo que en griego se denomina «porneia», en castellano se suele traducir por «fornicación» y la «Biblia de la Conferencia Episcopal Italiana» traduce, más incisivamente, como «concubinato» (Mt 5, 32 y 19, 9) porque incluye el matiz de una cierta estabilidad de la unión propio de la «porneia». En efecto, los exégetas más autorizados (católicos o no), unánimemente, refieren la expresión «porneia» a uniones, entre un hombre y una mujer, inválidas desde su raíz por algún impedimento de derecho natural indispensable, como el incesto[23]. La nitidez de la «repromulgación» por Jesucristo de la ley de la indisolubilidad del matrimonio «del principio» (del orden de la creación) es evidente.


    b) La unión válida indisoluble permite, con justa causa, tan sólo la separación, sin que la ley de la indisolubilidad consienta a los cónyuges separados celebrar otro matrimonio (cfr. 1 Cor 7, 10-16). En efecto, como indica, por ej., el comentario de la «Biblia de Jerusalén», el verbo usado por S. Pablo en el versículo sobre el «privilegio paulino» (que presupone un matrimonio válido entre dos no bautizados: 1 Cor 7, 15) es χωριςθηναι («discedere», «separarse»): el mismo que el empleado al hablar del matrimonio indisoluble (cfr. 1 Cor 7, 10 y 11). De todos modos, tal particular causa de «separación» prevista por S. Pablo ha dado lugar, con el pasar de los siglos, a diversos supuestos de «disolución» del matrimonio no sacramental (el privilegio paulino, los supuestos de los cans. 1148 y 1149 y la disolución «a favor de la fe») o sacramental (denominado «rato») pero no consumado. Estas disoluciones requieren la intervención del Papa en cuanto Vicario de Cristo, único capaz de realizar estos actos extraordinarios (vide infra § 12).


     


    Para tratar de ampliar estas posibles disoluciones, no han faltado quienes han intentado tanto negar el carácter sacramental de los matrimonios celebrados por bautizados con muy escasa fe, cuanto usar un concepto restringido e innatural de la consumación. Por ello Juan Pablo II, partiendo de la doctrina de la inseparabilidad entre el matrimonio válido celebrado por dos bautizados (católicos o no) y de la naturaleza sacramental de tal matrimonio (cfr. can. 1055), ha enseñado que el sacramento es una acción de Dios, no de los cónyuges, que se realiza aunque los esposos no tengan fe en la naturaleza sacramental de su unión, con tal de que su falta de fe no les lleve a rechazar de modo explícito y formal el mismo matrimonio natural o sus propiedades y elementos esenciales, condicionando el nacimiento del matrimonio a la no sacramentalidad de la unión. A esta cuestión se refiere FC n. 68, el can. 1099 y, de modo más explícito, DRR 2003, cuyo texto ha sido retomado por Benedicto XVI en los DRR 2011 y 2013 (cfr. nn. 1-2), haciendo mención a la complejidad del tema:


     


    «La importancia de la sacramentalidad del matrimonio, y la necesidad de la fe para conocer y vivir plenamente esta dimensión, podrían también dar lugar a algunos equívocos, tanto en la admisión al matrimonio como en el juicio sobre su validez. La Iglesia no rechaza la celebración del matrimonio a quien está bien dispuesto, aunque esté imperfectamente preparado desde el punto de vista sobrenatural, con tal de que tenga la recta intención de casarse según la realidad natural del matrimonio. En efecto, no se puede configurar, junto al matrimonio natural, otro modelo de matrimonio cristiano con requisitos sobrenaturales específicos.


    »No se debe olvidar esta verdad en el momento de delimitar la exclusión de la sacramentalidad (cfr. canon 1101 § 2) y el error determinante acerca de la dignidad sacramental (cfr. canon 1099) como posibles motivos de nulidad. En ambos casos es decisivo tener presente que una actitud de los contrayentes que no tenga en cuenta la dimensión sobrenatural en el matrimonio puede anularlo sólo si niega su validez en el plano natural, en el que se sitúa el mismo signo sacramental. La Iglesia católica ha reconocido siempre los matrimonios entre no bautizados, que se convierten en sacramento cristiano mediante el bautismo de los esposos, y no tiene dudas sobre la validez del matrimonio de un católico con una persona no bautizada, si se celebra con la debida dispensa» (Juan Pablo II DRR 2003 n. 8).


     


    La suficiencia de esa «mínima fe necesaria» (tener «la recta intención de casarse según la realidad natural del matrimonio») restringe mucho las causas en las que se dan los motivos para la declarar la nulidad del matrimonio por exclusión de la sacramentalidad (cfr. can. 1101 § 2) y por error acerca de la dignidad sacramental (cfr. can. 1099). Como han indicado Juan Pablo II y Benedicto XVI en los textos que acabamos de citar, la negación de la sacramentalidad sólo hace nulo el matrimonio cuando tal negación incide en la validez de la unión en su realidad natural, que es la que constituye el signo sacramental. Es decir, cuando la negación de la sacramentalidad implica la exclusión de uno de los tres bienes del matrimonio (unidad, indisolubilidad y apertura a la vida) o del matrimonio en sí mismo (simulación total). En efecto, es intrínsecamente contradictoria una voluntad que, a la vez, desea celebrar un verdadero matrimonio y pretende excluir la sacramentalidad, ya que ambas realidades se identifican. De todos modos, la cuestión es intrincada (como ha señalado Benedicto XVI en DRR 2013 n. 1) y, al menos hipotéticamente, cabe formular una voluntad que acepte los tres bienes del matrimonio y que, simultánea y explícitamente, quiera excluir que esa unión responda al designio de Dios. Tal voluntad —que haría nulo el matrimonio— puede responder al siguiente razonamiento, que constituiría una especie de condición impropia (cfr. can. 1102): «me caso con la condición de que mi matrimonio no sea sacramento; y si debiera serlo para poder casarme, entonces no quiero casarme»[24].
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